2017-00494-00

Luz Arelis Holguín Betancourth Vs INPEC y otros. Rad. 66001-31-05-001-2017-00494-01

Providencia:                               Sentencia de 22 de enero de 2018
Radicación Nro. :

66001-31-05-001-2017-00494-01
Accionante:


Luz Arelis Holguin Betancurth
Accionados:
Fiduprevisora y USPEC.
 

Proceso:
Acción de Tutela
Juzgado de Origen:                    Primero Laboral del Circuito 

Magistrado Ponente:

Julio César Salazar Muñoz
Tema:

DEL DERECHO A LA SALUD DE LAS PERSONAS PRIVADAS DE LA LIBERTAD / ODONTOLOGÍA / TRATAMIENTO EXTRAMURAL / CONCEDE / CONFIRMA - . En relación con tal garantía, la Corte Constitucional en la sentencia T-185 de 2009, precisó que “el derecho a la salud de las personas recluidas en Establecimientos Carcelarios y Penitenciarios posee la misma connotación de fundamental y genera la misma obligación Estatal de satisfacción, no sólo porque se trata de un derecho estrechamente vinculado con el derecho a la vida y a la dignidad humana, sino también por la relación especial de sujeción del recluso frente al Estado y la ausencia de justificación para su limitación dentro del marco general del derecho punitivo”.
En el presente asunto, la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios USPEC, aduce que no se encuentra dentro de sus funciones la prestación del servicio de salud de la PPL, siendo ésta responsabilidad del Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2017, con quien se suscribió el contrato de fiducia mercantil No 331 de 2016 para que éste se encargue de la administración de los recursos y garantice los pagos dispuestos para la atención integral en salud y la prevención de enfermedades de este especial grupo humano.

Lo primero que debe indicarse es que la atención en salud que requiere la tutelante, esto es la valoración por odontología y la práctica de exámenes diagnósticos representa el otorgamiento de servicios especializados que no pueden ser brindados dentro de penal y por tanto deben considerarse como de carácter extramural.  Frente a este tipo de atención, el manual técnico administrativo para la prestación del servicio de salud a la población privada de la libertad tiene establecido  que la entidad que debe contratar los servicios y generar las autorizaciones es la Fiduciaria, en este caso el Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2017, representado por la Fiduprevisora S.A.

Ahora, la coordinación a la que hace referencia la juez de primer grado en su decisión en relación con la USPEC, no es otra que el debido ejercicio del control que como fideicomitente debe ejercer sobre la fiduciaria respecto a la celebración de contratos derivados del convenio de fiducia mercantil y los pagos que debe asumir para la atención y prevención de las enfermedades de la PPL a cargo del INPEC, por lo que no tiene eco el reclamo de la impugnante, pues sólo se le está requiriendo para cumpla con sus obligaciones dentro del modelo de atención en salud para la población privada de la libertad. 

Así las cosas ninguna modificación sufrirá la decisión de primer grado, en la medida en que resulta acertada la orden impartida a la Fiduprevisora S.A. en coordinación con la USPEC, de asignar fecha y hora para la valoración por odontología que requiere la paciente, con el fin de determinar el tratamiento que permita restablecer su salud. 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

ACCIÓN DE TUTELA

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, veintidós de enero de dos mil dieciocho
Acta N° 0     de 22 de enero de 2018
Procede la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira a decidir el recurso de apelación interpuesto por la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios contra la decisión proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito, dentro de la acción de tutela iniciada por la señora Luz Arelis Holguín Betancurth, donde también fungen como accionadas la Fiduciaria la Previsora S.A. y el Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2017.
HECHOS QUE ORIGINARON LA ACCIÓN:

Indica la señora Luz Arelis Holguín Betancurth que se encuentra recluida en establecimiento Penitenciario y Carcelario “La Badea” de Dosquebradas, desde el 30 de octubre de 2011; que mientras se encontraba pendiente de la práctica de una radiografía, para determinar la viabilidad de una cirugía de extracción de cordales, en una brigada odontología realizada al interior del reclusorio le fue extraída la pieza dental, procedimiento que duró aproximadamente tres horas y resultó muy doloroso; que como consecuencia de dicha intervención en la actualidad se encuentra comprometida la función de masticación, debiendo licuar los alimentos para poder ingerirlos; así mismo, se le  ha dificultado la comunicación verbal a raíz de la inflamación que ha persistido desde el procedimiento quirúrgico.

Refiere que en consideración a su actual condición médica ha solicitado atención al interior del penal, recibiendo solo tratamiento paliativo, sin que a la fecha le hayan autorizado exámenes diagnósticos que le permitan establecer las consecuencias de la extracción dental que le fue realizada.

Por lo expuesto, solicita que se ordene a la Fiduprevisora y al USPEC que autoricen la realización de la radiografía que se encuentra pendiente y la atención prioritaria por odontología con el fin de que le sea determinados los problemas generados con la intervención. 
TRAMITE IMPARTIDO
La acción correspondió por reparto al Juzgado Primero Laboral del Circuito, que la admitió, concediendo a las accionadas dos (2) días para que se pronunciara al respecto.  
La Fiduprevisora integró la litis haciendo un recuento normativo relacionado con la atención en salud de las personas privadas de la libertad, para aclarar que dentro de ese proceso solo se encarga de la administración de los recurso del Fondo de Atención en Salud a la Población Privada de la Libertad –PPL-, el cual está destinado para el pago de los contratos y los demás gastos que resulten necesarios para la atención integral en salud y la prevención de las enfermedades de la PPL, por la tanto no tiene competencia alguna frente a la prestación de los servicio de medico-asistenciales de este especial grupo humano, correspondiéndole al INPEC garantizar la prestación del servicio de salud a los internos y realizar las acciones cuando se requiera adelantar el proceso de referencia y contra referencia de los servicios ordenados por los profesionales de la salud.

Sostiene que frente a sus obligaciones, ha cumplido con las mismas pues en la actualidad ha realizado la contratación de la red prestadora de servicios intramural y extramural para la ciudad de Pereira, necesaria para garantizar a la PPL sus derechos fundamentales.
Frente al caso concreto indicó que no se observa en el plenario prueba de la patología que presenta la accionante o del diagnostico que permita identificar el tratamiento a seguir, pues no fue aportada con la demanda la historia clínica de la paciente, lo que hace imposible determinar el paso a seguir, debiendose entonces acudir a la red prestadora de servicios de salud a nivel intramural, para que una vez se determinen los tratamientos que requiere en el área bucal, el establecimiento penitenciario gestione las autorizaciones necesarias, programe citas y el traslado de la interna a la IPS que corresponda, dentro de las que se cuenta el Hospital Santa Mónica de Dosquebradas, la E.S.S. San Vicente de Paul en el municipio de Santa Rosa y en Pereira, las ESEs  Hospital Universitario San Jorge, Salud Pereira y el Hospital Mental Universitario de Risaralda.
La Unidad de Servicios Penitenciario y Carcelario –USPEC-, dio respuesta a la acción indicando que es el Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2017, quien tiene la obligación de adoptar todas las medidas necesarias para garantizar la pronta prestación del servicio de salud a la población carcelaria, argumento que soportó haciendo un recuento histórico y legal relacionado con la prestación del servicio de salud del PPL, para concluir que a su cargo se encuentra la suscripción del contrato de fiducia con el Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2017, el cual tiene la facultad de suscribir contratos con las IPS y EPS para la prestación eficaz de los servicios en salud.

Mediante auto de fecha 15 de noviembre de 2017, la funcionaria de primer grado procedió a vincular al Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2017, pese a que fue esa entidad la que dio respuesta a la acción de tutela cuando se corrió traslado a la Fiduprevisora S.A.  Igualmente se dispuso integrar la litis con la Cárcel de mujeres “La Badea”, la cual guardó silencio durante el traslado de un día conferido por el Juzgado.

Llegado el día del fallo, la funcionaria de primer grado amparó los derechos fundamentales a la dignidad humanada, la vida y la seguridad social de la señora Bermúdez Montaño, razón por la cual ordenó a La Previsora S.A. en coordinación con la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios  -USPEC- asignar fecha y hora para la valoración por odontología a fin de establecer el diagnóstico y brindar el tratamiento que requiera.

A tal determinación llegó la a quo, luego de advertir que la obligada a prestar los servicios de salud, como liquidadora de Caprecom EICE, era la Fiduciaria la Previsora, para lo cual debe contar con la colaboración de la USPEC a través del Fondo de Atención en Salud PPL 2015, en virtud al contrato de fiducia suscrito entre ambas.
El Inpec y el Reclusorio de Mujeres INPEC Pereira, fueron desvinculados del presente trámite.  

Inconforme con lo decidido, la USPEC impugnó el fallo trayendo a colación iguales argumentos a los expuestos al momento de dar respuesta a la acción.
CONSIDERACIONES

El asunto bajo análisis, plantea a la Sala el siguiente problema jurídico:
¿Qué entidad debe garantizar el servicio de salud de la población carcelaria del país?

Antes de abordar el interrogante formulado, cabe recordar que el artículo 86 de la Constitución Nacional consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas cuando resulten amenazados o vulnerados por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos.

1. DEL DERECHO A LA SALUD DE LAS PERSONAS PRIVADAS DE LA LIBERTAD.

Los artículos 65 y 66 de la Ley 1709 de 2014, que modificaron los artículos 104 y 105 inciso 1º de la Ley 65 de 1993, establecen que: 

“Artículo 104: Las personas privadas de la libertad tendrán acceso a todos los servicios del sistema general de salud de conformidad con lo establecido en la ley sin discriminación por su condición jurídica. Se garantizarán la prevención, diagnóstico temprano y tratamiento adecuado de todas las patologías físicas o mentales. Cualquier tratamiento médico, quirúrgico o psiquiátrico que se determine como necesario para el cumplimiento de este fin será aplicado sin necesidad de resolución judicial que lo ordene. En todo caso el tratamiento médico o la intervención quirúrgica deberán realizarse garantizando el respeto a la dignidad humana de las personas privadas de la libertad.
En todos los centros de reclusión se garantizará la existencia de una Unidad de Atención Primaria y de Atención Inicial de Urgencias en Salud Penitenciaria y Carcelaria.

Se garantizará el tratamiento médico a la población en condición de discapacidad que observe el derecho a la rehabilitación requerida, atendiendo un enfoque diferencial de acuerdo a la necesidad específica.  

Artículo 105: El Ministerio de Salud y Protección Social y la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios (Uspec) deberán diseñar un modelo de atención en salud especial, integral, diferenciado y con perspectiva de género para la población privada de la libertad, incluida la que se encuentra en prisión domiciliaria, financiado con recursos del Presupuesto General de la Nación. Este modelo tendrá como mínimo una atención intramural, extramural y una política de atención primaria en salud”. 
En relación con tal garantía, la Corte Constitucional en la sentencia T-185 de 2009, precisó que “el derecho a la salud de las personas recluidas en Establecimientos Carcelarios y Penitenciarios posee la misma connotación de fundamental y genera la misma obligación Estatal de satisfacción, no sólo porque se trata de un derecho estrechamente vinculado con el derecho a la vida y a la dignidad humana, sino también por la relación especial de sujeción del recluso frente al Estado y la ausencia de justificación para su limitación dentro del marco general del derecho punitivo”.
Más recientemente, en Sentencia T- 588A-2014, la Alta Magistratura indicó: 

“De igual forma, se ha estipulado que el Estado tiene la obligación de utilizar todos los medios necesarios para garantizar la salud en condiciones oportunas, adecuadas, eficientes y continuas, de tal manera que se mantenga la vida del interno en un contexto digno y de calidad. Esta obligación se genera, no sólo porque el Estado es el encargado de la organización, dirección y reglamentación de la salud; sino también surge como consecuencia de que los internos únicamente cuentan con los servicios médicos que ofrece la cárcel a través de la EPS contratada.”
 

2. ENTIDADES ENCARGADAS DE LA PRESTACIÓN DE LOS SERVICIOS DE SALUD DE LA POBLACIÓN RECLUIDAS EN LOS ESTABLECIMIENTOS PENITENCIARIOS Y CARCELARIOS DEL PAÍS.
El Ministerio de Salud y Protección Social, en Resolución 5159 de 2015 adoptó el Modelo de Atención en Salud para la población privada de la libertad bajo la custodia y vigilancia del INPEC, el cual, la Corte Constitucional en la T-193-17 resumió así:
(i) Prestación de los servicios de salud. Establece que todos los centros de reclusión deben contar con una Unidad de Atención Primaria y de Atención Inicial de Urgencias en Salud Penitenciaria y Carcelaria, en donde se prestarán los servicios definidos en el Modelo de Atención en Salud. Indica así mismo que cada interno será atendido en esa Unidad de Atención Primaria una vez ingrese al establecimiento de reclusión, con el fin de realizar una valoración integral y orientar los programas de salud pertinentes.

(ii) Red prestadora de servicios de salud. La define como el conjunto articulado de prestadores que trabajan de manera organizada y coordinada, que buscan garantizar la calidad de la atención en salud y ofrecer una respuesta adecuada a las necesidades de la población interna, en condiciones de accesibilidad, continuidad, oportunidad, integralidad y eficiencia en el uso de los recursos. La red incluye: 

- Prestadores de servicios de salud primarios intramurales: se encuentran ubicados en la Unidad de Atención Primaria y de Atención Inicial de Urgencias en Salud Penitenciaria y Carcelaria de los distintos establecimientos de reclusión, mediante los cuales los usuarios acceden inicialmente al servicio. 

- Prestadores de servicios de salud primarios extramurales: están ubicados por fuera de los establecimientos de reclusión, a través de los cuales los usuarios acceden al servicio cuando no es posible la atención por parte del prestador de servicios de salud primario intramural. 

- Prestadores complementarios extramurales: se encuentran ubicados por fuera de los establecimientos de reclusión y requieren de recursos humanos, tecnológicos y de infraestructura de mayor tecnología y especialización que no se encuentra disponible en la red de prestadores de servicios de salud primarios intramurales y extramurales. 

iii) Sistema de referencia y contra referencia. Es definido como el conjunto de procesos, procedimientos y actividades técnicas y administrativas que permiten prestar adecuadamente los servicios de salud a la población interna. La referencia es el traslado de pacientes o elementos de ayuda diagnóstica por parte de un prestador de servicios de salud a otro prestador, para la atención o complementación diagnóstica, por contar con mayor tecnología y especialización. La contra referencia es la respuesta que el prestador de servicios de salud receptor da al prestador que remitió; es decir, es la remisión del paciente con las debidas indicaciones a seguir, de la información sobre la atención prestada al paciente en la institución receptora o del resultado de las solicitudes de ayuda diagnóstica.
(iv) Salud pública. El modelo señala que, como toda la población colombiana, las personas privadas de la libertad tienen derecho, sin discriminación, a disfrutar el más alto nivel de salud posible y, por tanto, ser partícipes de las políticas que en materia de salud pública se desarrollen en el país. Establece además las responsabilidades de los actores en materia de salud pública, esto es, de la USPEC, el INPEC, de las entidades territoriales y de los prestadores de servicios de salud.
La Resolución 5159 de 2015 estableció igualmente, en el artículo 3.º que la implementación del modelo de atención en salud corresponde a la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios -USPEC- en coordinación con el Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario -INPEC-, para lo cual deben adoptar los manuales técnico administrativos que se requieran y adelantar los trámites necesarios ante el Fondo Nacional de Salud de las Personas Privadas de la Libertad.

3. DEL MANUAL TECNICO ADMINISTRATIVO PARA LA PRESTACIÓN DEL SERVICIO DE SALUD A LA POBLACIÓN PRIVADA DE LA LIBERTAD.

Para garantizar la prestación de servicio de salud a la PPL, el USPEC suscribió con el Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL-2017 -integrado por la Fiduprevisora S.A. y la Fiduagraria S.A.- el contrato de fiducia mercantil No 331 de 2016, que tiene como objeto contratar la prestación integral del servicio de salud para la población privada de la libertad a cargo del INPEC, con cargo a los recursos del Fondo Nacional de Salud para PPL.
A su vez, el manual técnico administrativo para la prestación del servicio de salud a la población privada de la libertad establece las funciones de la Fiduciaria respecto a la atención de salud extramural, siendo estas:

“• Contratar la red de prestadores de servicios complementarios extramurales que permitan garantizar la continuidad de la atención con recursos humanos, tecnológicos y de infraestructura de mayor tecnología y especialización que no se encuentra disponible en la red prestadora intramural.

 • La red contratada debe incluir instituciones que cuenten con servicios de urgencias, hospitalización y unidades de cuidado intermedio e intensiva que permita dar el manejo adecuado a los internos con patologías generales y mentales. 

• Informar a la USPEC la Red prestadora extramural para cada ERON, dentro de los primeros 5 dias de cada mes; que incluya los servicios contratados y los niveles de complejidad, personal, teléfonos y correos de contacto. 

• Disponer de un Call center para generar autorizaciones e implementar los procesos de Referencia y Contra referencia de pacientes. 

• Disponer de un call center para informar la institución que prestará el servicio, a los internos en beneficio de prisión o detención domiciliaria y/o vigilancia electrónica, facilitando el acceso y la información a los servicios que requiere.

 • En caso de existir limitación en la capacidad instalada intramural, deberá garantizar una red prestadora de servicios de salud primaria extramural para asegurar la accesibilidad a los servicios de salud que requieren los internos cumpliendo funciones similares a la definida a la de los prestadores primarios intramurales (ver procedimiento atención primaria extramural).

 • Las instituciones de salud que preste servicios de salud a la población privada de la libertad extramural deben estar inscritos en el Registro Especial de Prestadores. REPS; Adicionalmente deben cumplir con lo establecido en la normatividad vigente relacionada con el Sistema Obligatorio de garantía de Calidad y los procedimientos de habilitación.”

Mientras que a la USPEC, le asigna:
“• Elaborar un esquema de auditoría para el control y el uso racional de los servicios contratados. 
• Implementar el modelo de Atención en Salud para la población privada de la libertad en coordinación con eI INPEC. 
• Informar al INPEC la Red prestadora extramural, dentro del tiempo establecido: los cinco (5) primeros días de cada mes”.

4. CASO CONCRETO

En el presente asunto, la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios USPEC, aduce que no se encuentra dentro de sus funciones la prestación del servicio de salud de la PPL, siendo ésta responsabilidad del Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2017, con quien se suscribió el contrato de fiducia mercantil No 331 de 2016 para que éste se encargue de la administración de los recursos y garantice los pagos dispuestos para la atención integral en salud y la prevención de enfermedades de este especial grupo humano.
Lo primero que debe indicarse es que la atención en salud que requiere la tutelante, esto es la valoración por odontología y la práctica de exámenes diagnósticos representa el otorgamiento de servicios especializados que no pueden ser brindados dentro de penal y por tanto deben considerarse como de carácter extramural.  Frente a este tipo de atención, el manual técnico administrativo para la prestación del servicio de salud a la población privada de la libertad tiene establecido  que la entidad que debe contratar los servicios y generar las autorizaciones es la Fiduciaria, en este caso el Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2017, representado por la Fiduprevisora S.A.
Ahora, la coordinación a la que hace referencia la juez de primer grado en su decisión en relación con la USPEC, no es otra que el debido ejercicio del control que como fideicomitente debe ejercer sobre la fiduciaria respecto a la celebración de contratos derivados del convenio de fiducia mercantil y los pagos que debe asumir para la atención y prevención de las enfermedades de la PPL a cargo del INPEC, por lo que no tiene eco el reclamo de la impugnante, pues sólo se le está requiriendo para cumpla con sus obligaciones dentro del modelo de atención en salud para la población privada de la libertad. 
Así las cosas ninguna modificación sufrirá la decisión de primer grado, en la medida en que resulta acertada la orden impartida a la Fiduprevisora S.A. en coordinación con la USPEC, de asignar fecha y hora para la valoración por odontología que requiere la paciente, con el fin de determinar el tratamiento que permita restablecer su salud. 
En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión Laboral No 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 

RESUELVE:
PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de esta ciudad el día 17 de noviembre de 2017.

SEGUNDO: NOTIFICAR esta decisión a las partes por el medio más expedito.
TERCERO: ENVIAR a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Notifíquese y Cúmplase.

Los Magistrados,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISO JAVIER TAMAYO TABARES     OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA

ALONSO GAVIRIA OCAMPO

Secretario
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